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INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 10-BIS A LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, 
PARA GARANTIZAR LA GRATUIDAD TOTAL DEL PROCESO DE TITULACIÓN EN LAS 
INSTITUCIONES PÚBLICAS DE EDUCACIÓN SUPERIOR, A CARGO DEL DIPUTADO 
ARMANDO CORONA ARVIZU, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA. 
 
El suscrito, diputado Armando Corona Arvizu, integrante del Grupo Parlamentario de 
Morena en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona el artículo 10 Bis a la Ley General de 
Educación, para garantizar la gratuidad total del proceso de titulación en las instituciones 
públicas de educación superior, al tenor de la siguiente 
 
Exposición de Motivos 
La educación es uno de los pilares fundamentales del desarrollo individual y colectivo en 
cualquier nación. En México, el acceso a la educación superior ha sido una meta largamente 
perseguida, y aunque se han alcanzado avances importantes en términos de cobertura y 
equidad, persisten barreras estructurales que impiden la culminación efectiva del trayecto 
educativo. Una de ellas, profundamente injusta y subestimada, es el costo de titulación, una 
carga económica que enfrentan miles de estudiantes al egresar, y que los margina del pleno 
ejercicio de su derecho a la educación profesional. 
 
El artículo 3o. constitucional establece que “toda persona tiene derecho a la educación” y 
que ésta debe impartirse de manera gratuita y laica en todos los niveles que determine la 
ley. 
 
Sin embargo, aunque el Estado ha avanzado en garantizar el acceso gratuito a la educación 
básica y media superior, el nivel superior aún presenta importantes rezagos, 
particularmente en lo relativo al proceso de titulación. La titulación es parte sustantiva del 
proceso educativo, no un trámite opcional. Su acceso no debería estar condicionado al pago 
de cuotas administrativas, certificaciones, revisión o impresión de documentos. 
 
En este sentido, hablar de gratuidad en la educación superior sin contemplar el proceso de 
titulación es una incongruencia legal, presupuestaria y social. El derecho a la educación no 
termina en el aula ni con la última materia: culmina con el reconocimiento oficial que 
permite al egresado ejercer su profesión en condiciones de legalidad y equidad. 
 
Según datos del Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO), sólo 54.5 por ciento de 
los egresados de educación superior logran titularse, y entre los principales factores que 
explican este fenómeno se encuentra la falta de recursos económicos para costear el 
proceso (IMCO, 2021). Este fenómeno, denominado “desfase de titulación”, no sólo afecta a la 
persona, sino que representa una pérdida de capital humano para el país. 
 
Un estudio de la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación 
Superior (ANUIES) revela que el costo promedio de un proceso de titulación en instituciones 
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públicas puede oscilar entre los 4 mil y 15 mil pesos, dependiendo del método de titulación 
(tesis, examen profesional, promedio, etcétera), mientras que en instituciones privadas 
puede ascender a más de 20 mil pesos (ANUIES, 2020). Para muchas familias mexicanas, 
especialmente aquellas en situación de vulnerabilidad, este gasto es prohibitivo. 
 
La Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (Inegi, 2022) muestra que el ingreso corriente promedio mensual de 
los hogares en el decil más bajo es de apenas 3 mil 313 pesos, lo que evidencia que el costo 
de titularse puede representar el ingreso total de varios meses para millones de mexicanos. 
Esta realidad implica que, aun cuando un joven haya superado todas las adversidades para 
egresar, el último obstáculo económico puede condenarlo al rezago profesional. 
 
Los egresados sin título enfrentan mayores dificultades para insertarse en empleos 
formales. De acuerdo con datos del Observatorio Laboral de la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social (STPS), los profesionistas titulados ganan en promedio 30 por ciento más 
que aquellos que sólo cuentan con constancia de egreso, además de tener acceso a mejores 
condiciones laborales, seguridad social y oportunidades de crecimiento. 
 
A nivel macroeconómico, esta situación también tiene consecuencias. Miles de jóvenes 
capacitados no pueden aprovechar completamente sus competencias, lo que se traduce en 
una subutilización del capital humano del país. 
 
Este fenómeno alimenta un círculo vicioso: los egresados sin título acceden a empleos 
informales o subempleados, con menores ingresos y prestaciones, lo que perpetúa las 
condiciones de pobreza y desigualdad que el sistema educativo justamente busca 
combatir. 
 
La eliminación de los costos de titulación no debe entenderse como una concesión o un 
privilegio, sino como una medida de justicia educativa, que busca eliminar barreras 
estructurales que impiden la realización plena del derecho a la educación. Esta medida no 
sólo beneficiará a quienes egresan, sino que tendrá efectos multiplicadores en sus familias, 
comunidades y el desarrollo económico del país. 
 
Además, en términos presupuestales, el impacto de eliminar los costos de titulación es 
manejable y puede ser absorbido por las instituciones públicas mediante ajustes en sus 
partidas administrativas o mediante el establecimiento de fondos especiales gestionados 
por la Secretaría de Educación Pública (SEP). Se trata de una inversión con alto rendimiento 
social: cada joven que se titula tiene mayor probabilidad de contribuir positivamente a la 
sociedad y al aparato productivo nacional. 
 
En varios países de América Latina y Europa se ha adoptado una visión integral del derecho 
a la educación, que incluye la eliminación de costos de titulación. En Argentina, por ejemplo, 
la educación pública superior es completamente gratuita, incluidos los trámites de 
titulación. En países como Suecia o Finlandia, los sistemas universitarios están diseñados 
para eliminar cualquier tipo de barrera económica a lo largo de todo el trayecto educativo. 
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La presente iniciativa propone establecer la prohibición expresa de cobrar cualquier tipo de 
cuota o derecho por el trámite de titulación en instituciones públicas, y que obliga a éstas a 
prever los recursos necesarios en sus presupuestos anuales. 
 
Esta reforma se alinea con el principio de progresividad de los derechos humanos y con los 
compromisos internacionales de México en materia de acceso universal a la educación. 
Asimismo, se exhorta a las instituciones privadas a seguir esta misma lógica, ya sea 
mediante subsidios, convenios con el sector público o esquemas de apoyo interno. 
 
Para una mayor claridad, se presenta a continuación el siguiente cuadro comparativo de la 
propuesta por el que se adiciona el artículo 10-Bis a la Ley General de Educación: 
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Eliminar los costos de titulación en México no sólo es viable: es urgente, ético y necesario. No 
podemos seguir permitiendo que miles de jóvenes egresados sean condenados al rezago 
profesional y económico por una traba burocrática que el Estado está en condiciones de 
eliminar. Esta reforma es un paso más hacia la justicia educativa y una muestra clara de 
compromiso con las juventudes del país. 
 
La Cámara de Diputados tiene hoy la oportunidad histórica de saldar una deuda pendiente 
con los estudiantes y con la equidad en la educación. Titularse no debe ser un lujo; debe ser 
un derecho garantizado para todas y todos. 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a consideración de este honorable 
Congreso de la Unión la siguiente iniciativa con proyecto de 
 
Decreto 
Único. Se adiciona el artículo 10 Bis a la Ley General de Educación, para quedar de la 
siguiente manera: 
Capítulo III 
De la equidad y la excelencia educativa 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
 
Artículo 10 Bis. El Estado garantizará la gratuidad absoluta del proceso de titulación 
para los estudiantes que hayan acreditado en su totalidad los estudios de nivel superior 
en instituciones públicas. Queda prohibido el cobro de cualquier concepto, cuota, 
trámite o derecho vinculado con la expedición del título, certificado final, examen 
profesional, revisión de tesis o cualquier otro acto necesario para acreditar el grado 
académico correspondiente. 
 
La Secretaría de Educación Pública, en coordinación con las autoridades educativas 
locales y las instituciones de educación superior, establecerá los lineamientos 
necesarios para el cumplimiento de esta disposición, incluyendo la asignación 
presupuestaria correspondiente. 
 
Transitorio 
Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de abril de 2025. 
Diputado Armando Corona Arvizu (rúbrica) 


